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EVOLUCIÓN DEL CONCEPTO DE CIUDADANÍA

Aristóteles fue quien primero formuló una tesis completa sobre la idea de ciudadanía. En la Política,
una de sus obras primordiales, señaló que ciudadano es aquel que gobierna y a la vez es gobernado
(Aristóteles, 2000). Para llegar a esta definición, este pensador se refiere al ser humano como un zoon politikon, es decir, un animal “cívico o político”; eso quiere decir, para nuestros tiempos, que tiene la capacidad de socializar y relacionarse en sociedad (Guevara, 1998). De acuerdo con Aristóteles, el hombre es un ser que vive en la ciudad, la cual estaba conformada por una unidad política (Estado) y un conjunto de personas que en ella vivían, a quienes se les denominaba polites (un concepto similar al de ciudadanos) (López, 2013). El fundamento de la ciudadanía era restringido
y estaba sustentado en los lazos consanguíneos. Para los romanos, la primacía de la noción de“ciudad” (de la civitas) fue notablemente superior a la de Grecia. Histórica y etimológicamente, desde entonces, la expresión ciudadanía se vinculó a la relación de un individuo con su ciudad. El término ciudadanía procede del vocablo latino cives (ciudadano), que designa la posición del individuo en la civitas (ciudad) (Pérez Luño, 1989). La ciudadanía, claro, fue un privilegio que solamente estaba permitido a los hombres libres; entendiendo por libres a aquellos que podían y debían contribuir económica o militarmente al sostenimiento de la ciudad (Arango, 2006). La ciudadanía, por supuesto, no se extendía a los extranjeros o “metecos”, ni a las mujeres, ni a
los sirvientes, seres considerados como los esclavos; estos últimos ni siquiera alcanzaban la categoría de personas, sino que eran asimilados como cosas (Parada, 2009). La caída del Imperio romano acabó en la práctica con la ciudadanía, pues la autocracia bizantina, las guerras territoriales y el creciente poder de la Iglesia católica diluyeron toda presencia y consideración de ideas ciudadanas (Horrach, 2009). El concepto de ciudadanía, entonces, se diluye durante la Edad Media y reaparece en el Renacimiento, en las ciudades-repúblicas italianas. Estas fueron ciudades independientes, desvinculadas de los Estados pontificios y de los modelos feudales reinantes, y muchas de ellas llegaron a adoptar regímenes republicanos (Horrach, 2009) Como lo expresa acertadamente Giner: “El pensamiento republicano renacentista, sentó las bases para una consideración plenamente laica y secular de la política y los derechos de las personas como ciudadanos” (2008, p. 2). En el siglo XVIII, debido en buena medida a las ideas de la Ilustración, se produce un renacimiento de la democracia y de las luchas sociales. Surge entonces un nuevo lenguaje político, con énfasis en los derechos humanos, que se acabaría plasmando, históricamente,
en dos revoluciones decisivas: la americana y la francesa, proclamadas como Declaración de
Independencia de los Estados Unidos (1776) y como Declaración Francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano (1789). De estos fenómenos sociales y políticos se desprendieron, por cierto, dos perspectivas de pensamiento que se convirtieron en las dos principales tradiciones políticas del hemisferio occidental: el republicanismo y el liberalismo, dos modos casi opuestos de pensar la sociedad y el poder, y que se han mantenido en pugna desde entonces. En el siglo XX, la elevación general de los niveles de vida y la extensión de los derechos socioeconómicos —incluidos los sindicales—, no solo confiere un nuevo sentido a la idea de ciudadanía, sino  que la extiende a la gran mayoría de la población. Es lo que se denominó el desarrollo de los Estados de bienestar, a través de los cuales se hizo posible la universalización de los derechos socioeconómicos y la incorporación de estos al concepto de ciudadanía. A mediados del siglo XX, se produce una conceptualización diferente de la noción de ciudadanía, y se empieza a estudiar y a definir la llamada “ciudadanía social”. El responsable, hacia el año 1950, fue el sociólogo británico T. H. Marshall, quien realizó una crítica sistemática a la teoría y a la práctica liberal individualista de la ciudadanía tradicional. Para Marshall (1998), la ciudadanía de mediados del siglo XX era una institución de dos caras en la que convivían dos situaciones diversas: por un lado, la igualdad legal y política, y, por el otro, una desigualdad material injustificada. Marshall sugirió, entonces, la ampliación del concepto de ciudadanía, planteando que esta no debía quedar limitada a la titularidad de los derechos políticos, sino que debía comprender una dimensión social que permitiera el disfrute efectivo de los derechos y las garantías sociales, económicas y culturales (Pérez Luño, 1989). Marshall (1998) fue precisamente quien definió la ciudadanía como un estatus (estado, posición, condición) que se concede a los miembros de pleno derecho de una comunidad. Pero para que fuera real, plena, debía integrar tres tipos de ciudadanía: una ciudadanía civil (que comprende los derechos y las libertades individuales), una ciudadanía política (que contiene los derechos políticos) y una ciudadanía
social (que abarca todos los derechos económicos, sociales y culturales) (OEA-PNUD, 2009).
A partir de esta definición, y de sus consecuentes reflexiones, se abrió camino la noción de que
para poder ejercer plenamente los derechos sociales y políticos era y es necesario poseer unas condiciones materiales que los hagan posibles. Unos años después, ante la incapacidad de
mantener o generar un modelo de desarrollo con énfasis en lo social, los Estados desarrollados acordaron la decadencia y desaparición progresiva del concepto de Estado de bienestar. Paralelamente a la reducción y supresión de los derechos y servicios sociales, el concepto de ciudadanía entró en crisis y comenzó a ser cuestionado. A esto se suma que, en los últimos
años, emergen e irrumpen formas nuevas y diversas de identidad y se producen estructuras y situaciones complejas de convivencia que no solo trascienden los antiguos marcos nacionales y políticos, sino que ponen en duda la posibilidad de una ciudadanía como la conocimos y vivimos en el pasado. Quesada (2008), plantea que la ciudadanía actual comprende e incluye tres dimensiones:
y Titularidad: la ciudadanía implica ser titular de derechos y deberes.  
Condición política: lo que define al ciudadano es su capacidad de participar e intervenir en los procesos políticos y formar parte de las instituciones públicas de gobierno de la sociedad. 
Identidad o pertenencia. la ciudadanía se entiende como pertenencia a una comunidad determinada, con una historia y unos rasgos étnicos o culturales propios.

Los modelos modernos de ciudadanía
Los tres principales modelos de ciudadanía, a partir de los cuales se configuró y constituyó la historia sociopolítica de nuestros países, fueron: el liberal, el republicano y el comunitarista. Con base en estos, y producto de sus interrelaciones y tensiones, es que se desarrolla la que podríamos llamar la moderna noción de ciudadanía como un “proyecto de institucionalización progresiva de derechos, libertades y responsabilidades, por un lado, y de confianzas, compromisos y redes de cooperación, por el otro” (García, 2001).
Estos modelos obedecen, por cierto, a tradiciones que vale la pena resumir brevemente. Son ellas:
El liberalismo o ciudadanía liberal. La ciudadanía liberal tiene como centro al individuo y como valores fundamentales los derechos civiles. El individuo prevalece sobre el bien común. Después de la Segunda Guerra Mundial, en los países industrializados se consolidó un tipo de democracia compuesta y de economía mixta que se conoció como “Época dorada del capitalismo del bienestar”. Los poderes públicos promovieron los derechos sociales mediante el sostenimiento de instituciones asistenciales y de seguridad social para hacer frente a los riesgos vitales (ancianidad, desempleo, enfermedad, pobreza, etc.). A finales del siglo XX, y a pesar del optimismo de dichas sociedades, este modelo comenzó a deteriorarse por la corrupción, el mal funcionamiento de los Estados y por
equivocados procesos de legitimación social que llevaron a una profunda crisis fiscal y a una sobrecarga presupuestaria (Moreno, 2003).

El republicanismo o ciudadanía republicana.  El republicanismo concibe al ciudadano como alguien que participa activamente en la dirección futura de su sociedad a través del debate y la elaboración
de decisiones públicas. En la historia del pensamiento político, fue J. J. Rousseau quien elaboró un contrato social, de corte republicano, donde la voluntad general se construye negando parte de la libertad individual y construyendo un sujeto colectivo. En la concepción republicana, el ciudadano debe tener constantemente abierta la posibilidad de participar en la determinación de los destinos de su comunidad, de ser creativo y no un mero recipiente de derechos y de bienes distribuidos (Cornejo, 2004).

El comunitarismo o la ciudadanía comunitarista.  El comunitarismo, como su nombre lo indica,
privilegia la comunidad sobre el individuo, poniendo por delante los vínculos de adhesión grupal con
respecto a la libertad individual, y quedando el bien común por encima del pluralismo. En forma similar a la propuesta hecha por Hegel, los comunitaristas (como Charles Taylor, Michael Sandel y otros) cuestionan la primacía del derecho sobre el bien (García, 2001, p. 8). Todas las formas de comunitarismo plantean, bajo las reticencias al liberalismo individualista, una crítica severa y total de la modernidad, a la que ven como la responsable de la mayor parte de los problemas sociales existentes (desarraigo, violencia, etc.). La idea de fondo consiste en una recuperación de valores y vínculos que, se dice, ya no están vigentes. También se defiende una activa participación política, aunque al servicio de la identidad colectiva y sus intereses correspondientes.

Los debates en torno a la ciudadanía. 
Así como los modelos mencionados privilegian nociones y conceptos muy precisos de sujetos, valores, compromisos e ideales, es inevitable la confrontación de ideas y el debate en torno a sus expectativas y calidades, así como su presencia en los Estados modernos. Repasemos algunos de los debates más significativos. 

El debate entre comunitaristas y liberales En los años setenta y ochenta se inició un debate intenso sobre la naturaleza de los fenómenos políticos y su relación con la ética y la situación actual del mundo. Los protagonistas de este debate fueron, por una parte, los comunitaristas (como Arendt, Walzer, Taylor y Sandel) y, por otra, los liberales (encabezados por Rawls, Dworkin y Gauthier)
(Fernández, 2001). Los comunitaristas sostuvieron, en primer lugar, que los vínculos sociales determinan a las personas, y que la única forma de entender la conducta humana es referirla a sus contextos sociales, culturales e históricos. Los liberales, por su parte, plantearon que la comunidad se constituye a partir de la “cooperación” para la obtención de ventajas mutuas, y que el individuo tiene la capacidad de actuar libremente (Fernández, 2001). En segundo lugar, y desde una perspectiva crítica, los comunitaristas sostuvieron que las premisas del individualismo liberal traen consecuencias moralmente insatisfactorias, tales como: la imposibilidad de lograr una comunidad genuina, el olvido del Estado benefactor y una injusta distribución de los bienes. Los liberales, por su lado, respondieron que una sociedad justa no puede presumir de una concepción particular del bien, sino que debe ajustarse a través del derecho, que es una categoría moral que tiene prioridad sobre la de bien (Fernández, 2001). Fernando Vallespín (citado por García, 2001, p. 21), por su parte, afirma que el debate debe ir más allá de la tríada “liberalismo, comunitarismo y republicanismo”, y observa que al interior del liberalismo es posible encontrar múltiples facetas y posibilidades que consolidan experiencias y tendencias democráticas: el liberalismo kantiano o político de Rawls, el perfeccionismo de J. Raz y el liberalismo igualitarista de Ronald Dworkin. Igual sucede con el comunitarismo que puede ser sustancialista (Sandel, MacIntyre) y republicano (Walzer); o con el republicanismo, susceptible de presentarse como liberal (Michelman), kantiano (Habermas) o incluso feminista (Benhabib, Young).

El resurgimiento del republicanismo

El debate comunitarista-liberal no solo representó las principales diferencias ideológicas y políticas
entre estas dos corrientes del pensamiento, sino que generó una controversia y un dualismo que muchos calificaron de “inútil y maniqueo” (Santiago, 2010). Esta fue una de las razones, entre otras
muchas, que facilitaron el resurgimiento y un nuevo apogeo del republicanismo. Las tesis principales del republicanismo apuntan, como se sabe, a la ampliación de las potestades del ciudadano, y a una mayor participación e intervención de los individuos en las decisiones que son tomadas desde el poder político. A pesar de lo anterior, es oportuno advertir que, dado que la doctrina republicana basa la participación de los individuos en el fomento de sus virtudes cívicas y en su patriotismo, sus postulados terminan por defender una visión de comunidad muy limitada y poco incluyente. Velasco (2006) advierte, a su vez, que el nuevo republicanismo —de moda en nuestros días— hace una lectura parcial de la historia de la propia tradición republicana y que toma los conceptos en abstracto, sin atender a su contexto de formación ni a su encarnación histórica. Esta concepción promueve una falsa neutralidad ideológica, aspirando así a una objetividad inexistente. En nuestros países latinoamericanos, como lo confirma García (2001, p. 2), hay una enorme “distancia entre la ley y la experiencia, es decir, entre el plano normativo de las regulaciones y la realidad del mundo de la vida cotidiana”.

Teniendo como base el texto anterior realice un resumen siguiendo estos pasos: 

1-  Leer todo el texto.

2 – Separarlo en párrafos. Recuerde que cada punto aparte marca el término de un párrafo.

3- Leer por párrafos subrayando las ideas más importantes de cada uno. Si es necesario escriba notas al margen que sean importantes.

4- Todo lo subrayado reescribirlo.

5- Ordenar lo escrito y redactar el resumen tratando de ser claro, exacto, coherente y fiel a lo que se va a resumir.

6- Revisar lo escrito y suprimir los términos inadecuados corrigiendo a la vez la puntuación y la ortografía.
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